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      Introducción




      Se acusa de apasionamiento a un historiador como se


      pudiera acusar de adicto a la droga a un hombre público…




      MARIO MORENO FRAGINALS, 1984
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      Los estudios realizados hasta hoy en México sobre el uso y el abuso de las drogas se han preocupado escasamente por su devenir histórico de media o larga duración.1 Si bien en épocas recientes los trabajos sobre el narcotráfico, el consumo y la distribución de sustancias ilegales, sus vínculos con expresiones artísticas o literarias, así como su relación con la inseguridad y la violencia contemporáneas, han aumentado exponencialmente,2 pocos se han sumergido en el pasado para tratar de entender el proceso a través del cual se ha llegado hasta la situación que priva hoy día.3 Desde diversas ópticas, principalmente periodísticas y jurídicas, el tema ha ocupado discusiones, polémicas y políticas estatales de gran envergadura y su preeminencia en materia de seguridad nacional y de programas de gobierno, educación y salud es indiscutible. También es cierto que en diversos estudios de historia de la ciencia y la medicina mexicanas las referencias a las sustancias tóxicas y a las mismas drogas han empezado a aparecer, aunque sea sólo tangencialmente.4 Lo mismo ha sucedido con las importantes aportaciones que se han hecho a la historia mexicana de los siglos XIX y XX desde la temática específica de la criminalidad, la subversión y las resistencias sociales.5 Sin embargo, todavía son contados los estudios mexicanos asociados con la historia particular de las drogas y su relación con los procesos sociales, políticos y económicos a través del tiempo. Los más se concentran en los espacios de la etnohistoria, la antropología y la arqueología; algunos se refieren al pasado colonial y varios, tal vez los menos, a su desarrollo, expansión y difusión en el siglo XIX y principios del XX.6




      Hasta hace algunos años la mayoría de los estudios sobre sustancias alucinógenas o narcóticos en México se acercaban al tema desde una perspectiva que acusaba una clara posición de intolerancia. En el reducido mundo académico, entre las ciencias penales y médicas, pero sobre todo en los espacios de los medios de comunicación masiva, las drogas se contemplan y se debaten hasta hoy principalmente a partir de una posición abiertamente prohibicionista.7 Aunque es justo reconocer que algunos especialistas han seguido sus pesquisas sin ese prejuicio, no cabe duda que el consumo de narcóticos, enteógenos, o simples alteradores de la conciencia ha recibido una extensa reprobación a lo largo, por lo menos, de las últimas cuatro generaciones de mexicanos.




      Así, la conciencia social que ha privado en este país sobre las drogas, como en gran parte del resto del mundo, se ha visto permeada por una condena constante, extendida no sólo a su comercio y a su distribución ilícita, sino a su uso cotidiano, ya sea terapéutico o ritual, y no se diga en su dimensión recreacional. Al abordar el tema, tanto desde puntos de vista médicos y científicos como antropológicos, farmacéuticos o judiciales, pocos pretenden conocer dicho fenómeno sin expresar su rechazo de entrada.8 Por eso, acercarse al tema históricamente y con cierta pretensión de objetividad parece difícil. Por un lado, todavía algunas autoridades de los acervos históricos consideran que los asuntos relacionados con las drogas son de consulta restringida, y por otro, los mismos documentos que se refieren a dichas sustancias de manera directa y clara tienden a condenarlas o incluso a criminalizarlas.




      De esta manera, un halo de prejuicios y posiciones de censura preestablecidas se mantiene a la hora de abordar el tema, aun cuando es ampliamente reconocido que se trata de un fenómeno que invade las cotidianidades antiguas y contemporáneas, que surge a la menor provocación y sobre el cual todo mundo parece tener una opinión. Hasta hace muy poco tiempo mostrar interés por las drogas y su devenir histórico seguía generando cierta sospecha tanto en círculos académicos como en medios periodísticos. No se diga entre quienes se preocupaban por fenómenos educativos o de política oficial relacionados con su producción o su consumo. Rara vez se admitían medias tintas: se estaba en contra de la incorporación de las drogas a la vida diaria de manera contundente y seria —“di no a las drogas”— o se estaba a favor —“vive con drogas”—. Esta última posición producía inmediatamente un clima de sospecha, pues se pensaba que quien lo promovía era un asiduo consumidor, un narco, un legalizador o un “adicto”. Independientemente de lo anterior, lo cierto era que una mueca de complicidad o una sonrisa de desconfianza solían acompañar los intentos de discusión y análisis relacionados con las drogas.




      Pero es justo decir que ante las dimensiones de la problemática actual del narcotráfico y sus consecuencias, esta actitud se ha estado modificando, y no son pocos los intelectuales, los artistas y los estudiosos que, al margen de las tendencias conservadoras que privan en los diversos medios políticos y sociales mexicanos, se han acercado a repensar el asunto y han modificado sus posiciones.9




      Hay que insistir, sin embargo, que poco se sabe sobre las características históricas de esa actitud social de rechazo generalizado. Una visión a través del tiempo, sobre todo de los siglos XIX y XX, acerca de las relaciones que existen entre la sociedad mexicana y las drogas, con miras menos presentistas y preconcebidas, apenas se apunta en el repertorio de las ciencias sociales de este país.10




      Desde finales del siglo XIX y las primeras décadas del XX, el afán prohibicionista extendió sus áreas de influencia en la sociedad mexicana, logrando un amplio consenso. Aunque el asunto se ventiló poco a poco, puede afirmarse que la intolerancia se fue imponiendo con puntual resolución hasta convertirse en una posición claramente definida en lo que suele llamarse “la representación social mexicana”, es decir, en la conjunción de la opinión pública y la visión oficial.11




      La historia de los procesos que determinaron su ilegalidad y la consolidación de la condena social generalizada hacia las drogas en México no han interesado excesivamente a los especialistas mexicanos. Hasta hace poco la mayoría de los trabajos realizados en este país remitía a estudios foráneos, lo cual muestra un evidente vacío en la investigación de primera mano.12




      En este sentido, los enfoques de los escasos estudios históricos y etnobotánicos sobre estas sustancias en el territorio mexicano parecen dirigidos particularmente a un reducido círculo de penalistas, antropólogos, psicólogos, psiquiatras, historiadores de las mentalidades y, quizá, a ciertos farmacólogos o médicos humanistas.13 Todavía es difícil observar una clara diferencia entre la conciencia académica o especializada sobre el tema y la imagen que de las drogas se ha construido para el consumo de las mayorías. Aquí, como en muchos otros países del mundo, se repite constantemente el esquema prohibicionista; se insiste en que se trata de un tema por lo menos complicado y en el que no parece haber acuerdos puntuales.




      En una región como ha sido México hasta hoy, productora, consumidora y comercializadora de infinidad de productos naturales cuya ingestión conduce a estados de bienestar, inconsciencia o alucinación, parece necesario el estudio de las muchas historias que acompañan o han acompañado el uso y el abuso de sus derivaciones terapéuticas y recreativas. Independientemente de si estas sustancias son inocuas o si producen un hábito o una adicción, su uso, su cultivo y su circulación han estado presentes a lo largo de gran parte de la historia antigua y contemporánea de este país. Explicar el papel que han desempeñado tanto la sociedad mexicana como sus gobiernos en la restricción de la producción y el consumo de drogas, dando cuenta del complicado proceso que permitió la construcción de un código de salud “moderno” y su implantación más o menos generalizada, puede resultar importante para comprender su situación actual.




      La elaboración de ese código de salud, acorde con sus tiempos y sus contextos, lógicamente se emparentó con múltiples posiciones morales y filosóficas, políticas y económicas, y en su paso por el tiempo llegó a formularse con varios enfoques y formas de expresión. Naturalmente, estas posiciones estuvieron sujetas a las transformaciones más relevantes del país. Así, el estudio histórico de la relación entre la sociedad y estas sustancias también podría mostrar las variaciones sufridas en la noción “moderna” de la salud pública en la sociedad mexicana y su vínculo con las drogas. Desde sus primeras apariciones —fuera del ambiente de los rituales, las iglesias y los hospitales— en el México de la segunda mitad del siglo XIX, hasta el arribo de las ideas prohibicionistas que se mantienen vigentes hasta la actualidad, el tema merece un acercamiento más cuidadoso y sin mayores prejuicios.
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      Habría que insistir en que el lector contemporáneo ha contado con un amplísimo espectro informativo sobre las drogas a nivel internacional y nacional, en el que la espuma prohibicionista y el afán intolerante siguen reinando. El tema ha invadido espacios de toda índole, desde el científico hasta el político. Convertido en fenómeno mundial de primer orden, a través de muy diversas ópticas, dicho tema y su vínculo con la intolerancia resulta, pues, reiterativo. Múltiples referencias especializadas así como de divulgación popular pretenden satisfacer al interesado, desde los diversos medios impresos hasta las amplias redes sociales, sobre las encontradas posiciones que ha generado en los últimos años.14




      La presencia de estas sustancias en diversas etapas de la historia asiática, europea y estadounidense también ha sido tema de varias investigaciones y muchas reflexiones.15 Aun así todavía hay aspectos del mismo que permanecen ocultos.16




      En el estudio que se presenta a continuación se pretende delinear algunas ideas y posturas que la sociedad mexicana mantuvo con el universo de esas sustancias llamadas genéricamente “drogas enervantes” a lo largo de un periodo determinante que va de 1840 a 1940. Durante esos 100 años puede percibirse un cambio medular en dicha sociedad, que desde luego incluye la transformación de su visión sobre las drogas. Fue precisamente en pleno régimen de Antonio López de Santa Anna y de guerra con Estados Unidos cuando empezaron a aparecer las primeras preocupaciones sociales por estos “venenos” que rápidamente fueron considerados por las élites como “sustancias nocivas para la salud”. Durante la República Restaurada y el Porfiriato el asunto pasó del mundo de las boticas y los médicos al ámbito periodístico y criminal, aunque no pocos aristócratas se empezaron a familiarizar con sus placeres y sus desgracias. En los ambientes populares su consumo no parecía tener más restricciones que la limitada capacidad económica de sus frecuentadores, aunque en su interacción con los individuos y con algunos grupos marginales también intervinieron algunos elementos étnicos y raciales.




      La Revolución de 1910-1920 le imprimió un sesgo particular al vínculo entre determinados sectores sociales y ciertas drogas. Los ambientes militares y carcelarios se asociaron con la marihuana, mientras que el mundo de los chinos y el de las élites bohemias se ligaron al consumo de opio y sus derivados. A partir de la década de los años veinte la campaña de criminalización empezó a ganar fuerza por influencia directa de los intereses estadounidenses, aunque todavía los médicos y algunas otras voces insistieron en cuestionar y discutir su penalización. Durante los años treinta finalmente se establecieron los criterios prohibicionistas, quedando el asunto de las drogas bajo la jurisdicción de jueces, policías, ministerios públicos y mundos penitenciarios. Con la entrada en vigor del Tratado para la Supresión del Tráfico Ilícito de Estupefacientes Nocivos a nivel internacional, aun cuando en México éste se aprobó hasta 1954, la persecución y la intolerancia se convirtieron en moneda corriente. Si bien los afanes prohibicionistas internacionales impulsados por Estados Unidos se prefiguraron a partir de 1909 y 1912, fue más bien durante el periodo de entreguerras cuando adquirieron una mayor fuerza, imponiéndose en buena parte del mundo occidental, incluido México. Y fue durante los años cuarenta cuando la intolerancia y la persecución criminal en torno de las drogas se consolidó tanto en México como en el resto de América y Europa.17




      En medio de infinidad de conflictos sociales, que implicaron una transformación moral y legal, suscitada principalmente por la paulatina incorporación de México al mercado internacional durante el siglo XIX y la puesta al día de una modernidad particular, la práctica de la regulación estatal de la salud pública fue definiendo los elementos que las autoridades sanitarias consideraban dañinos para la población. En esta esfera entraron las drogas con sus usos terapéuticos, rituales y recreacionales. A partir de un parámetro “científico” surgido en Europa poco después de la Revolución francesa, la salud pública y la higiene se convirtieron en dos de las muchas áreas que formaron parte de la competencia de los gobiernos nacionales. La emergente administración pública de México siguió esa misma tendencia.18




      El tema de las drogas, vistas como medicinas, venenos o enervantes, apareció muchas veces en la discusión sobre la llamada “higiene social” que preocupó a no pocos mexicanos decimonónicos. La noción moderna de droga, como fármaco capaz de remediar algún padecimiento, pero también capaz de envenenar a los individuos que lo consumían, surgió en los ambientes urbanos sometidos a los diversos intentos de reglamentación sanitaria. Poco a poco se fue transformando el contenido de la palabra droga hasta llegar a la connotación peyorativa que tiene ahora y que sanciona negativamente su condición terapéutica, y no se diga su uso recreativo. Las sustancias alteradoras de la conciencia, las alucinógenas e incluso aquellas que sirvieron para paliar el dolor físico, pero que causaban cierto hábito o dependencia, fueron satanizadas cada vez con mayor ahínco por los sectores sociales ascendentes, siguiendo los pasos y las influencias de aquellos médicos, científicos y juristas que ya se encontraban insertos en la reconstrucción del Estado mexicano.




      El quehacer normativo y el orden penal que debían regir las relaciones de la sociedad con las drogas en su tránsito del siglo XIX al XX parecieron encontrar un gran consenso, siguiendo los mandatos de esa “modernidad” propalada por modelos europeos y estadounidenses. Pero en ese mismo horizonte cultural también pudieron distinguirse algunos planteamientos medianamente disidentes, capaces de mostrar los matices de la contradictoria relación que la sociedad mexicana mantenía con las drogas.




      Si bien a partir de la segunda mitad del siglo XIX poco a poco se formaría una conciencia sobre los efectos y las consecuencias de la ingestión y el uso, tanto terapéutico como recreativo, de enervantes y nuevas sustancias químicas, hacia finales de la centuria la influencia de los patrones de comportamiento y cierta ética médica sentaron sus reales entre los sectores pudientes mostrando sus primeros indicios de rechazo colectivo. Durante los difíciles años revolucionarios de la segunda década del siglo XX reaparecieron los principios y las actitudes que subvirtieron aquel primer intento de ordenar el comportamiento social en torno de las drogas.




      Una combinación de criminalización y penalización del contrabando, así como un reordenamiento general, que incluía las políticas públicas relativas a la salud, y una creciente influencia de los patrones de conducta occidentales, fue orientando la relación entre la sociedad mexicana, la élite política posrevolucionaria y el consumo de sustancias enervantes. Las políticas nacionalistas y la elaboración de un código penal federal, pero sobre todo el afán de insertar a México en el concierto de las naciones que apenas salían de la Primera Guerra Mundial, pusieron al país en el camino del despegue económico. Entre las contradicciones que apelaban, por un lado, a tratar de resolver los problemas locales y, por otro, pretendían demostrar cierta propensión hacia el cosmopolitanismo, el debate prohibicionista sobre las drogas y el alcohol también encontró un campo fértil. A medio camino entre las enfermedades y las acciones delincuenciales, finalmente el gobierno posrevolucionario le apostó a convertir el asunto de las drogas y el alcohol en una cuestión que debía arreglarse más en el Ministerio Público que en el hospital, más en la cárcel que en el dispensario médico, más en la Secretaría de Gobernación que en la Secretaría de Salud. Todavía a finales de los años treinta se percibieron algunos intentos por repensar esa trayectoria entre doctores, enfermeras, terapeutas y administradores públicos.19 Sin embargo, las presiones estadounidenses pronto lograron que la conciencia intolerante y penalizadora se arraigara en los ámbitos judiciales y médicos mexicanos.20




      A partir de los años cuarenta la intolerancia y el prohibicionismo quedaron integrados al discurso y a la política gubernamental sobre todo en torno de las drogas y no tanto del alcohol. Si bien todavía tardarían casi medio siglo en convertirse en temas de seguridad nacional, en diversos ámbitos nacionales la estigmatización, la reprobación moral y la criminalización de la producción, el comercio y el consumo de marihuana, heroína y cocaína se mantendrían con una insistencia particular. Reducido su consumo a los ambientes carcelarios, al mundo de la baja milicia, de los pepenadores, de ciertas élites artísticas, deportivas y de alta política, los años cincuenta mantuvieron el tono de condena, incluso de tabú, a la hora de hacer mención de dichas sustancias. Es cierto que desde aquellos años el tema del combate a las drogas y a los traficantes se convirtió en un asunto digno de mencionarse en los informes presidenciales. Sin embargo, las formas de intervención estatal siguieron siendo bastante precarias, por no decir ambiguas.21 Durante los años sesenta y setenta reaparecieron en los medios juveniles bajo la influencia del espíritu rebelde estadounidense y asociadas al rock, a la psicodelia y, en general, a la crítica al statu quo.22




      Fue a partir de los años ochenta y noventa, poco después de que el gobierno estadounidense había declarado a las drogas “la preocupación doméstica número uno”, cuando el asunto de la producción y el comercio, más que el consumo, se convirtió en un gran problema, principalmente para los países latinoamericanos, incluido, desde luego, México. La corrupción y el tráfico ilegal habían ido de la mano desde los inicios de la prohibición, pero a partir de aquellos últimos veinte años del siglo XX el surgimiento de grupos de poder subalternos, de cárteles y del mismo crimen organizado puso en jaque a las estructuras estatales, tanto por presiones internas como externas.




      La respuesta del gobierno, de los académicos y, en general, de la sociedad, apenas consideró cuestionar que mucho de lo que estaba sucediendo encontraba sus razones en el afán irracional y estigmatizante del prohibicionismo. Al convertirse en tema candente en las relaciones continentales, particularmente entre México y Estados Unidos, a finales del siglo XX una tibia reconsideración sobre sus implicaciones parecía flotar en el ambiente. Por ejemplo, en junio de 1993 la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Procuraduría General de la República y la Universidad Nacional Autónoma de México promovieron una reunión que llevaba el pomposo título de Encuentro Internacional de Expertos sobre Narcotráfico que tuvo como fin político la condena a los certificados de buena conducta que entonces expedía el gobierno de Estados Unidos a los gobiernos latinoamericanos que se plegaban a su voluntad en la guerra contra las drogas. Los participantes en dicho encuentro publicaron entonces la Declaración del Vivero Alto reconociendo la gravedad del “problema de las drogas”. En dicha declaración establecían que “entre los puntos que requieren mayor debate se encuentra la despenalización controlada y paulatina de las drogas, punto que amerita una discusión especial de alto nivel de carácter indisciplinarlo”.23 Lamentablemente, el asunto se quedó en las buenas intenciones e incluso sufrió cierto desprestigio, ya que, poco tiempo después, dos de sus suscriptores, Guido Belsasso, entonces director del Centro Nacional contra las Adicciones, y Jorge Carrillo Olea, quien era coordinador para la Atención de los Delitos contra la Salud de la Procuraduría General de la República, fueron públicamente expuestos como personas que gozaban de muy poca confianza por parte de amplios sectores sociales y de la misma élite en el poder. El primero fue removido de su cargo por abusos de “influyentismo” y el segundo no concluyó su gubernatura en el estado de Morelos por sus turbios vínculos con secuestradores y promotores de clubes de golf.




      Otro incidente también vivido entre universitarios a principios del nuevo milenio puede mostrar cómo cierta oposición irracional frente a las drogas seguía campeando en los medios académicos. Después de dos años de dirigir la Revista Universidad de México, el equipo encargado de su edición decidió dedicar un número de dicha publicación al tema de las drogas. Tras conseguir la colaboración de especialistas de varias partes del mundo y de aportaciones importantes sobre la discusión en torno de la legalización o la prohibición, en diciembre de 2003 se publicó el número 630-631 de esa revista con el título general “En el margen de las drogas”. Bellamente ilustradas, sus páginas proponían una aproximación inteligente y creativa al fenómeno, relacionando la historia, la discusión legal y sus perspectivas internacionales con la literatura y la imagen.24 Las autoridades universitarias interpretaron la propuesta como un argumento en contra del prohibicionismo y procedieron a cesar al equipo editorial. Ni el entonces rector, doctor Juan Manuel de la Fuente, ni la coordinadora de Humanidades, doctora Olga Elizabeth Hansberg, dieron la cara. Parecía que hasta entre intelectuales y científicos el espíritu irracional de la intolerancia y el prohibicionismo seguía ganando la batalla.




      Pero independientemente de estos fracasos, con el arribo de las políticas conservadoras a las altas esferas del poder mexicano durante la supuesta restructuración democrática de principios del siglo XXI, la oportunidad de tener una discusión seria sobre el asunto de las drogas se fue perdiendo. El indiscutible avance del narcotráfico en gran parte del territorio nacional y la guerra declarada en su contra y recrudecida a partir de 2006 hicieron que se esfumaran las pretensiones de un debate inteligente. El afán prohibicionista y criminalizador se estacionó y empantanó la mayoría de los asuntos relativos a las drogas y su posible legalización. Por más que el tema se haya llevado a las discusiones en los poderes Legislativo y Judicial, a los nefandos medios de comunicación mexicanos y al limitado mundo académico, el fantasma de la intolerancia parece regresar constantemente por sus fueros. Hoy en día se percibe un puntual estancamiento en las discusiones al respecto por más que diversas voces reclamen la necesidad de repensar las posiciones oficiales.25




      A principios de noviembre de 2015 la Suprema Corte de Justicia de la Nación sorprendentemente aprobó el cultivo y consumo de marihuana con fines lúdicos a través de un fallo histórico que al parecer allanaba el camino a la legalización de ciertas drogas. Por principio, sólo se otorgó un amparo a cuatro personas. Ante la evidencia de la inutilidad de los criterios prohibicionistas, pero sobre todo a raíz de la violencia y las muertes que han ensangrentado al país en los últimos lustros, por fin las autoridades mostraron cierta racionalidad en su posicionamiento frente al llamado “problema de las drogas”. El narcotráfico, sin embargo, sigue tercamente arraigado en la realidad mexicana y lejos de pensarse en una posición tolerante frente a las drogas, capaz de aproximarse al tema sin mayores prejuicios, gran parte de la sociedad mantiene una postura conservadora, cuando no ambigua, sí puntualmente condenatoria.




      Este estudio trata de narrar las circunstancias que dieron lugar a la conciencia prohibicionista y su primer desarrollo; también revisa algunos momentos en que ciertos sectores de la población se acercaron a los estupefacientes con humor y espíritu lúdico, así como con independencia y propuestas originales para lidiar con las adicciones; concluye, sin embargo, con la imposición puntual de criterios intolerantes impuestos por intereses foráneos y locales que hasta hoy campean en la complicada relación de la sociedad mexicana con esas sustancias que identificamos hasta hoy simple y genéricamente como drogas.
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      Muchos datos, algunas ideas y no pocos argumentos que aparecen en este estudio han sido expuestos en otros trabajos publicados antes. Desde los inicios de mi labor como profesional de la historia, a finales de los años setenta del siglo XX, con frecuencia me topé con el tema de las drogas, ya fuese en los archivos públicos o en la revisión de bibliotecas y hemerotecas. Indirecta y desorganizadamente fui recogiendo referencias en espacios tan diversos como el Archivo de Jenaro Amezcua y el ejército zapatista o el Archivo del general Francisco J. Mújica, que me permitieron satisfacer medianamente algunos intereses vinculados al México de los primeros 40 años del siglo XX. El asunto aparecía con frecuencia en los periódicos y en las revistas de la posrevolución, y cuando hurgué en los viejos volúmenes misceláneos de la Hemeroteca Nacional de finales del siglo XIX, para mi sorpresa la drogas también surgieron casi como tema cotidiano. Sin embargo, no fue sino hasta principios de los años noventa cuando mi interés específico por las drogas y el origen de la intolerancia me llevó a tratar de sistematizar un poco más la información recabada y a emprender un proyecto formal de investigación. La idea central que me guió entonces fue tratar de reconstruir el proceso a través del cual surgió una mediana conciencia social sobre las drogas en el México del siglo XIX y cómo se fue imponiendo el afán prohibicionista y su consecuente criminalización ya avanzado el siglo XX.




      En ese proceso me acompañaron algunos alumnos y colegas. En un principio fueron mis queridos discípulos Greco Sotelo, Álvaro Vázquez Mantecón, Javier Bañuelos y Carlos Calderón quienes me apoyaron en el acopio de fuentes primarias y secundarias. Gracias al doctor Arturo Ortiz Castro del Instituto Mexicano de Psiquiatría y a su interés por los trabajos interdisciplinarios, la iniciativa del estudio de la historia de las drogas en México encontró una respuesta positiva, lo cual me permitió la publicación de un esbozo inicial de lo que había encontrado en mis primeras pesquisas sobre el tema.26 Junto con dos colegas, Pablo Piccato y Alberto del Castillo, compilé un primer volumen de textos heterodoxos que pretendían acercarse a la historia de algunos usos y abusos que privaron en la sociedad mexicana durante el Porfiriato tardío. Así surgió un libro inicial en torno del alcoholismo, de cierto tipo de criminalidad y de las drogas en el México de finales del siglo XIX y principios del XX.27 Al poco tiempo apareció otro alumno, Axayácatl Gutiérrez, quien quiso, bajo mi dirección, escribir su tesis de licenciatura sobre el opio en México, para posteriormente interesarse en el discurso sobre la prohibición y su desarrollo en América Latina.28 Mientras esto sucedía, otros investigadores y colegas avanzaban en sus estudios en temas parecidos o por lo menos emparentados. Particularmente Luis Astorga y Elena Azaola han coincidido conmigo en mesas redondas, exámenes profesionales y pláticas. Un par de tesis importantes también nos ha reunido para combinar ideas, datos e interpretaciones que desde entonces propician un intercambio particularmente generoso y propositivo.29




      Por iniciativa de la Fototeca Nacional del INAH a cargo de Rosa Casanova y de la oficina de proyectos especiales de la dirección general del INAH a cargo de Adriana Konzevik tuve la oportunidad de revisar una gran cantidad de fotografías relacionadas con el mundo de las drogas en México para hacer un primer intento de aportación iconográfica. La intención de vincular la imagen con la investigación histórica, interés que me ha acompañado a lo largo de buena parte de mi trabajo como historiador, trató de plasmarse en una segunda publicación de mi autoría sobre el tema que se llamó Yerba, goma y polvo: drogas, ambientes y policía en México 1910-1940. En la Fototeca Nacional conté con el apoyo puntual de Rogelia Laguna y Heladio Vera, sin cuyo entusiasmo y compañerismo hubiera sido imposible concluir aquel trabajo y mucho menos éste que el lector ahora tiene en sus manos.30




      Otro alumno y colega, Isaac Campos Costero, llegó a México a principios del nuevo milenio desde la Universidad de Harvard a trabajar sobre la historia de la marihuana y la modernidad mexicanas, para cumplir con su tesis doctoral. Su trabajo es probablemente la mayor aportación realizada hasta la fecha en torno de dicha planta, sus historias y sus contextos en este país.31 Con él conversé en varios momentos y sin duda su trabajo fue fundamental para el avance de mis propias investigaciones. Gracias a él pude revisar material judicial de primera mano y convertirlo en uno de los capítulos centrales de este libro.




      A finales de 2013, Mariana Flores Guevara, una destacada alumna de El Colegio de México, se me acercó para mostrarme su tesis sobre la problemática internacional en torno de la iniciativa mexicana sobre el tratamiento alternativo de drogas y drogadictos durante el cardenismo. En dicha tesis recuperaba la figura del doctor Leopoldo Salazar Viniegra, quien propuso una política de tolerancia mucho más racional que la estadounidense en los decisivos años de 1939 y 1940. Su trabajo profundizaba en un aspecto esencial de mi investigación relativa a la magnífica labor de este médico, misma que se aborda en los capítulos 6 y 7 de este libro. La tesis de Mariana, iluminó gran parte de mis pesquisas sobre el final de aquel primer intento de resistir al prohibicionismo y, por lo tanto, no tengo más que admiración y gratitud hacia su generosa consideración.




      Y desde luego debo reconocer también a José Luis Pérez González, quien me acompañó en los últimos años apuntalando las pesquisas y las discusiones en torno de las primeras historias mexicanas de las drogas con sus amplios conocimientos sobre las toxicomanías y las instituciones encargadas de su tratamiento y prevención. También debo agradecer el diligente apoyo de mi asistente Carla Fatmé Córdova Sánchez, quien transcribió y copió una buena cantidad de referecias hemerográficas con su proverbial eficiencia. Mi amigo, colaborador y discípulo más entrañable, Isaac García Venegas, no sólo me auxilió en estas mismas tareas sino en muchas otras que mal que bien nos han mantenido trabajando y disfrutando la vida juntos durante más de tres lustros. Gracias a su ayuda fue posible dar cierto cuerpo a esta reunión de reflexiones y narraciones. Mi agradecimiento a quienes fueron alumnos y hoy son colegas es premisa obligatoria. Sin la colaboración de todos ellos, mucho de lo que aquí está escrito hubiese sido imposible.




      Además de quienes me han seguido a lo largo de este periplo también debo agradecer a tres instituciones que cobijaron estos estudios. En primer lugar el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS), que ha sido mi centro de trabajo durante más de 30 años. Si bien en principio el estudio de la historia de las drogas fue visto en dicha institución como una más de mis veleidades y dispersiones, poco a poco se fue entendiendo su importancia hasta lograr que no abandonara el tema y lo llevara a este primer compendio. En segundo lugar no puedo más que reconocer el apoyo recibido en el Archivo de la Secretaría de Salud y Asistencia, particularmente de quienes trabajan cotidianamente ahí en las duras labores de catalogación y cuidado de documentos y expedientes. Y en tercer término agradezco al Instituto Latinoamericano de la Universidad Libre de Berlín, lo mismo que a la espléndida biblioteca del Instituto Iberoamericano de esa misma ciudad, que me permitieron revisar su inmenso acervo bibliohemerográfico y dedicar el tiempo necesario para concluir este libro.




      Una buena parte de este trabajo se realizó bajo el auspicio del Colegio Internacional de Graduados “Entre-Espacios: Movimientos, Actores y Representaciones de la Globalización”. Colaborando estrechamente con colegas de la Universidad Humboldt de Berlín, la Universidad de Potsdam, El Colegio de México, la UNAM y el CIESAS, este colegio me brindó el cobijo académico necesario para disfrutar de un par de estancias en Alemania que redundaron en beneficio de esta investigación y de su redacción final. Por eso también quedo agradecido con sus profesores titulares y asociados, especialmente con mi muy apreciado Stefan Rinke, quien invariablemente me ha dedicado un trato cordial y afectuoso.




      Varios amigos muy queridos me acompañaron también a lo largo de este estudio de múltiples maneras. Algunos ya no están entre nosotros, como Luis García López, Emilio Eberhenyi y Marcial Alejandro. Pero la mayoría sigue deambulando por mis querencias como lo hacen todavía Marco Antonio Silva, Jaime López, José González Márquez, Flor Alfonso, Narda Sedano, José Elorza, Sonia Riquer, Mario Fratti, Eniac Martínez, Maru Enríquez, Pedro Armendares, Francisco Montellano y Cristina Simón. Ellos tal vez podrían testimoniar por qué me parece importante mencionarlos aquí y agradecerles su compañía en los múltiples periplos que dieron lugar primero a los barruntos iniciales para desembocar después en mis reflexiones y experiencias personales ligadas al mundo de las drogas en México. Un lugar especial merece mi querido amigo Leonardo Sandoval Pintor quien, tal vez sin saberlo, contribuyó de manera puntual a que este libro llegara a buen fin. Mi gratitud para todos ellos va mucho más allá de lo que pueden manifestar estas líneas.




      Desde luego que los errores, las limitaciones y las improbables aportaciones de este trabajo son mi responsabilidad. Aunque también hubiera sido imposible lograrlo sin el apoyo de mi amada Ana Paulita, de Benilde y de Marcos García, de la pequeña Ana, de Roy y de Mati. A ellos igualmente les agradezco de todo corazón.




      Berlín-Tepoztlán, junio de 2011-junio de 2015
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      CAPÍTULO I




      Dilemas de la libertad farmacológica. Galenos, boticas e intentos de control de “sustancias peligrosas”




      Un anonadamiento del ser, absorción del yo en el infinito


      y disolución del pensamiento en la nada. Muere la memoria


      y con ella el tormento del pasado y la ansiedad del futuro


      y el hastío, la aflicción y la neurosis del presente.




      “Los tormentos de la morfina”, El Diario.


      Suplemento Ilustrado, 22 de noviembre de 1908




      Las drogas: del elogio al estigma




      Durante los 100 años que van de 1840 a 1940 la conciencia social mexicana sobre las sustancias naturales y los productos químicos incluidos bajo el rubro común de “las drogas” sufrió una buena cantidad de transformaciones. En materia lexicológica pasó de ser un vocablo relativamente inocuo que designaba a las sustancias utilizadas por los médicos para paliar el dolor o aliviar una enfermedad, a convertirse en el nombre inclusivo de los estupefacientes, los enervantes, los narcóticos y los alucinógenos que generaban dependencia o hábito y eran proscritos por la ley y la sociedad. Desde principios del siglo XVIII la palabra droga designaba “cualquier género de especiería, como incienso, goma, benjuí y otras varias especies aromáticas simples o compuestas. Y también se comprenden en esta palabra otros varios géneros de cosas: como maná, xalapa, ruibarbo, bermellón, cardenillo, añil, etcétera”.1 Posteriormente, la noción que se incluyó bajo el concepto de droga se fue modificando primero hasta designar cualquier “sustancia mineral, vegetal o animal que se emplea en la medicina, en la industria o en las bellas artes” y en seguida abarcó aquella “sustancia o preparado medicamentoso de efecto estimulante, deprimente, narcótico o alucinógeno”.2




      Ya avanzado el siglo XX se presentarían las dos acepciones anteriores de una manera más precisa. El término droga llegó a tener los siguientes significados:




      1. En sentido amplio cualquier sustancia que se prepara y vende para cualquier finalidad: para usos industriales, para pintar, para limpiar, etcétera.




      2. Particularmente cualquier sustancia natural o sintética que se emplee en medicina, especialmente las de acción enérgica y las que se emplean para aliviar el dolor. También se usa como sinónimo de estupefaciente o narcótico. Cualquier cosa que crea hábito y de la que resulta difícil prescindir.3




      En México, las autoridades de la lengua castellana local terminaron definiendo dicho sustantivo así: “1. Sustancia que altera el sistema nervioso y que se consume sin prescripción médica, puede crear adicción y su uso, por lo general, está social o legalmente prohibido o restringido al campo de la medicina. 2. Sustancia que se emplea en medicina como medicamento”.4




      El uso particular y diferenciado de las especies y los componentes llamados comúnmente “drogas” en ciertos espacios restringidos como el de los médicos y los farmacólogos, incidió en que los cambios en su significado fueran diversos y a veces un tanto confusos. En algunas áreas del conocimiento práctico y también en el consumo popular, los asuntos relativos a las drogas siguieron ciertas transmutaciones que paulatinamente permitieron que el disfrute, la sospecha, el cuidado, la especialización e incluso la intolerancia permearan las opiniones y las referencias de quienes se ocuparon de ellas directa o indirectamente. A mediados del siglo XIX se inició cierta popularización de las características terapéuticas pero igualmente recreativas de ciertas drogas. A finales del siglo XIX y principios del XX las tendencias intolerantes y prohibicionistas ganaron terreno, pero no fue sino hasta el periodo revolucionario y la posrevolución cuando empezaron a instrumentarse la medidas estatales de control y restricción, tanto en su producción como en su distribución y consumo.




      Si bien el tema de las drogas fue tratado con mucha frecuencia en los recintos y los medios de difusión de los boticarios y los galenos, los lectores de revistas sociales y de entretenimiento, así como los asistentes a ciertos eventos festivos o de entretenimiento y ocio —humildes y aristocráticos— de las principales ciudades del país, también pudieron percibir diversas versiones sobre los beneficios, las consecuencias, los placeres y los horrores que producían su uso y su abuso.




      La paulatina implementación de una política sanitaria desde las altas esferas de los gobiernos liberales decimonónicos pareció entramparse en un modelo más cercano a las preferencias y los modelos europeizantes que en la cruda realidad mexicana. Antes que reconocer y acercarse a los usos vernáculos o a las milenarias tradiciones indígenas y mestizas que acusaban una especie de “fosilización” de saberes terapéuticos antiguos, la práctica dominante consistió en tratar de imponer los códigos de salud provenientes de los centros de conocimiento occidentales. Las herencias coloniales también habían desdeñado esas tradiciones y esos saberes antiguos ligados a semillas, tubérculos y arbustos que alteraban la racionalidad. Y las mismas autoridades eclesiásticas del siglo XIX seguían anatemizando cualquier consumo de sustancias capaces de perturbar conciencias y producir regocijo, extravío o borrachera. No se diga aquellas plantas u hongos vinculados a ritos paganos o sincréticos.5




      El afán de normar el uso de muchas sustancias que oscilaban entre la medicina tradicional y los saberes prácticos o esotéricos se enfrentó invariablemente con la incapacidad de los gobiernos locales y federales para imponer sus controles. Si bien en los mensajes modernizadores y europeizantes privó la condena a la brujería y a la creencia en los hechizos, así como el rechazo a la embriaguez y, desde luego, a los usos rituales de hongos, yerbas y medicamentos que apelaban a usanzas de la antigüedad prehispánica y colonial, bien a bien no parecía haber mucha claridad sobre qué hacer con ellas. El conocimiento y las prácticas indígenas no acababan de convencer a los promotores del progreso y el orden, aun cuando gran parte de la población seguía acudiendo a sus remedios y concepciones del cuerpo humano, la enfermedad y la salud.6




      Ante el despliegue de miles de opciones terapéuticas basadas en conocimientos vernáculos, los herbolarios o yerberos no sólo competían con los médicos y los farmacéuticos, sino que desafiaban los parámetros occidentales en materia de identificación de enfermedades y remedios. A partir de la segunda mitad del siglo XIX se vivió una constante confrontación entre códigos de salud e higiene inspirados en patrones europeos, apelando al afán de encaminarse hacia la modernidad científica, y las viejas prácticas que recordaban el uso de recursos locales y naturales para aliviar las dolencias cotidianas.




      Ese debate quedó plasmado en la opinión pública expresada en los cada día más prolíficos diarios de las principales ciudades del país. En 1908, por ejemplo, mientras el periódico El Imparcial acusaba a yerberos y a vendedores de sortilegios de “rebeldes a la civilización […] pues consagran ciertas profesiones a la superstición”,7 el Instituto Médico Nacional estudiaba de manera “científica” las propiedades terapéuticas de una gran cantidad de plantas que formaban parte de la herbolaria nacional con el fin de “algún día poder poner dicho conocimiento al servicio de la humanidad”.8




      Así, aun cuando el nacionalismo decimonónico se orientaba hacia la búsqueda de recursos propios y al conocimiento de aportaciones autóctonas a las ciencias y a las humanidades,9 la ilusión de perseguir el modelo de bienestar enarbolado por los países “civilizados” se mantuvo vigente. De cualquier manera, la actitud social —si es que es posible hacer ese intento de generalización— todavía estaba muy lejos de responder a una sola versión acerca del por qué mostrarse intolerante ante estas sustancias.




      Si bien aquel significado aséptico de la palabra droga que la relacionaba más con las especies o con sustancias de uso terapéutico aún se mantenía vigente, el mismo alcance del vocablo fue cambiando y matizando sus contenidos en función de la época y el estrato social que la pronunciaba. Para la mayor parte de los mexicanos de mediados del siglo XIX, por ejemplo, esa palabra no parecía tener implicaciones nocivas, mucho menos ofensivas o prohibitivas. Droga podía significar lo mismo “medicina” que “remedio”, sin mayor connotación y sin demasiadas restricciones en su uso o su difusión. Además había una segunda acepción de dicha palabra que no tenía que ver con sustancias, yerbas o medicinas. Droga también quería decir: “trampa, fullería o deuda”,10 que desde luego tenía más elementos negativos que su primera acepción. De cualquier manera todo lo relativo a la producción, comercialización y consumo de las drogas parecía formar parte de una cotidianidad que si bien variaba en función del sector social con el que se asociaba, estaba lejos de la condena o la sanción.




      Varias referencias a los derivados del opio y la “adormidera”,11 la belladona, el beleño, la coca del Perú, la codeína, el láudano, la morfina, la marihuana y hasta el toloache,12 aparecieron en las listas de medicamentos que debían formar parte de las existencias en las boticas del Valle de México desde 1866, según el Consejo Central del Salubridad.13 Todavía no se establecía ninguna restricción para su comercio y su consumo. Es cierto que hubo alguna insistencia en que se expendieran con determinado tipo de recomendación o receta facultativa, al mismo tiempo que se trató de restringir la venta general de “venenos” o sustancias alteradas. Y no fue sino hasta los primeros años posrevolucionarios que el gobierno recién estrenado del general Álvaro Obregón inició un esfuerzo más o menos coordinado para controlar la indiscriminada y amplia circulación de las entonces ya llamadas drogas enervantes en el territorio nacional. Si bien previamente hubo intentos de proscripción relativos al opio o a la marihuana, fue hasta el 15 de marzo de 1920 en que el Diario Oficial publicó el que sería el primer decreto de prohibición general de estas sustancias bajo el rubro de “Disposiciones sobre el cultivo y el consumo de productos que degeneran la raza”.14 En dicho decreto se establecía la intención gubernamental de controlar el comercio y el consumo del opio para fumar, la morfina, la heroína, la cocaína y la marihuana. El Departamento de Salubridad debía ser la instancia controladora que instrumentara la prohibición estricta del fomento “de las manías de usar dichas drogas”.15 Y durante la década de los años treinta se logró deprimir medianamente su circulación y su consumo, como se verá en los próximos capítulos.




      Desde fechas muy tempranas el cultivo y la comercialización de diversas plantas capaces de producir ciertas drogas atrajo la atención de algunos mexicanos decimonónicos. Por ejemplo, en 1843 El Museo Mexicano, una de las primeras revistas literarias, noticiosas e ilustradas, comentaba el beneficio y las utilidades que se podrían obtener para la economía nacional si el país dedicaba parte de su producción agrícola al cultivo del papaver somniferum, es decir, la amapola. Los ingresos mexicanos, decía aquel artículo, podrían verse particularmente incrementados con la producción de opio, ya que su venta generaba ganancias extraordinarias. Aun cuando quien escribió el artículo pensó que el chicalote16 —que tempranamente se supuso contenía opio— era un equivalente de la amapola, sus intenciones quedaban claramente manifiestas. El artículo titulado precisamente “El opio” planteaba lo siguiente:




      En todo nuestro país, y principalmente en los terrenos áridos, abunda el chicalote, que creemos es una amapola que llaman los botánicos la argemone mexicana; de su tallo y ramas se estrae [sic] en grandes cantidades un jugo lechoso amarillento que debe contener opio [...] Convendría que se hiciesen esperimentos [sic] sobre esto; si llegase a tener buen écsito [sic], utilizaríamos una planta indígena muy abundante, que no ecsige [sic] cultivo alguno, de la que hasta aquí ningún provecho se ha sacado y que más bien se considera como perjudicial por el trabajo que cuesta esterminarla [sic] en los terrenos de barbecho.17




      Las ideas en torno del opio en esta etapa inicial no parecían estar tan lejos de otros productos agrícolas comerciables y poco aprovechados. El espíritu empresarial de este primer liberalismo y la necesidad de beneficiarse de lo que era un lugar común en miles de kilómetros cuadrados de tierras cultivables en el territorio nacional, saltaban a la vista al proponer el aprovechamiento del crecimiento natural y ampliamente difundido de la amapola. Conscientes de que con dicha planta se podía producir una sustancia tan explotable como el opio, la conciencia restrictiva de los redactores de El Museo Mexicano no apareció por ninguna parte. No les preocupaba su uso ni su abuso, que por cierto ya eran ampliamente conocidos en diversos sectores sociales del país.




      Al parecer, hacia mediados del siglo XVII se tuvo la primera noticia del opio en Europa. Es muy socorrida la noticia de que, proveniente de la India y de China, el hábito de fumar y consumir el jugo procesado del papaver somniferum se introdujo en las sociedades occidentales a partir del contacto con Oriente. Con las llamadas Guerras del Opio entre Inglaterra y China a mediados del siglo XIX, el tema fue cada vez más recurrente.18 Por ejemplo, en El Instructor, una publicación inglesa dirigida al público de habla española de 1838, se dedicaba una amplia sección al consumo de opio que caracterizaba a los chinos, reconociendo que entre ellos se había convertido en un “vicio”, a pesar de que tal sustancia “es el narcótico más poderoso que conocemos y al mismo tiempo una de las más preciosas medicinas que se han descubierto”. Después de afirmar que se utilizaba principalmente para procurar el sueño, aunque también “usado habitualmente produce los mismos efectos que el uso de bebidas alcohólicas”, los redactores de este texto describían con detalle la manera en que se preparaban las pipas y la goma que se encendía para que el fumador tragara unas cuatro o cinco bocanadas de humo. Con ello aquel consumidor, “dejándose caer sobre una silla o sofá, esperimenta [sic] los sueños más agradables que es posible gozar en la tierra”. Comparando la circulación de la pipa de opio en una reunión de fumadores con la manera de compartir el mate en las provincias del Río de la Plata, Paraguay o Chile, se aseveraba que los chinos no sólo arrojaban el humo “por las narices, más [sic] también por las orejas y hay entre ellos fumadores tan adelantados en práctica que lo arrojan hasta por los ojos […] lo que parecerá increíble a los que no hayan tenido la ocasión de ver el ecseso [sic] al que puede llegar un vicio”.19 Si bien es cierto que ya se insistía en que se trataba de un consumo deleznable entre chinos, turcos y asiáticos en general, también se planteaba que los ingleses y los estadounidenses habían contribuido a fomentar el contrabando del opio tanto en Oriente como en Occidente, haciendo que las medidas para controlar y prohibir su consumo terminaran siendo inútiles.




      Al suscitarse las primeras migraciones chinas hacia las costas pacíficas de América, los fumaderos y la propia circulación de dicha sustancia se convirtió en referencia obligada. Una fascinación por lo exótico, que de pronto también podía convertirse en repulsión y xenofobia, tuvo lugar en torno de la migración china. México no fue la excepción y, por un lado, se aceptó su presencia en determinadas regiones del país, pero por otro, también aquellos súbditos del Imperio Celeste fueron víctimas del racismo y la intolerancia.20 Como se verá más adelante, los fumaderos de opio aparecieron tanto en los barrios chinos como en las regiones fronterizas a partir del último tercio del siglo XIX, convirtiéndose en lugares comunes de bohemios, aristócratas y, desde luego, migrantes chinos.




      Pero volviendo a las medidas gubernamentales en México en torno del consumo de determinadas sustancias, habría que reconocer que a mediados del siglo XIX entre autoridades y servicios ya se iniciaban algunas primeras medidas para la limitación de productos “nocivos para la salud”. El control del gobierno y la inspección de expendios de drogas y medicinas tuvo un intento inicial de implantación en los primeros años cuarenta de aquella centuria. La promulgación de una ley que prohibía la venta de sustancias medicinales fuera de las “oficinas de farmacia”, decretada el 24 de enero de 1842, y un reglamento sobre boticas, almacenes y fábricas de drogas, publicado el 26 de noviembre de 1846, respondieron a cierta conciencia de las autoridades sobre la adulteración de sustancias como práctica común entre boticarios, pero también a que el consumo de algunos fármacos “podía ser peligroso”.21




      Dichas normas parecían surgir de una necesidad de controlar algunas actividades comerciales específicas en la Ciudad de México y en los territorios, en un momento de gran inestabilidad política. Quizás por ello la ley y el reglamento citados tuvieron una mínima trascendencia. Junto con estas restricciones también surgió el proyecto de creación de un cuerpo policiaco capaz de supervisar el buen cumplimento de las disposiciones gubernamentales entre farmacéuticos y “tlapaleros”. El doctor Leopoldo Río de la Loza, eminente médico y farmacéutico, miembro del Consejo de Salubridad, propuso la instauración de una “Policía de Salubridad” que, hasta donde es posible constatar, nunca pareció entrar en funciones, da-das las circunstancias que vivía el país en 1846-1848. Lo mismo sucedió con la puesta en práctica del control comercial de farmacias y boticas.22




      La guerra con Estados Unidos complicaba en extremo el establecimiento de políticas restrictivas y el mismo Consejo de Salubridad tuvo problemas para seguir funcionando. Si bien dicho consejo se había creado en 1841 con el fin de vigilar el ejercicio de las actividades médicas, sanitarias y farmacéuticas, así como la inspección de lugares públicos, la aplicación de medidas preventivas y la coordinación de acciones en caso de emergencias y epidemias, en la segunda mitad de aquella década era un tanto ilusoria. La misma situación de guerra en el país hizo que el cumplimiento de sus funciones resultara particularmente difícil si no es que imposible.23 Aun así, en 1847 el consejo tuvo a bien redactar un reglamento para tratar de combatir las epidemias en la Ciudad de México, mismo que mostró la influencia que empezaban a tener algunas ideas modernas sobre la higiene y la salud públicas.24 La intervención de los gobiernos liberales en la vida de los ciudadanos se volvía cada vez más inminente, mientras que las herencias coloniales parecían abandonar el escenario muy poquito a poco.




      Las farmacias, los reglamentos


      y el Consejo de Salubridad




      Según Guillermo Prieto, no fue hasta después de 1840 cuando se empezaron a ver ciertas mejoras en los establecimientos de farmacia en la Ciudad de México. En años previos “las boticas eran, generalmente hablando, sucias y fétidas, no faltaba su almirez enorme sin su amoldador de píldoras” y en ellas continuaba la piadosa costumbre de “dar medicinas gratis a los pobres, mientras duraba el toque de ánimas a las ocho de la noche”.25 Sus expendios seguían acusando un dejo importante de medicina tradicional y local. Ahí se podían conseguir varios productos que hacían las veces de remedios, como “el agua cefálica para las muelas”, el “cuernecillo para alumbramientos” o “la salvia para evitar el insulto a un abuelo”. El boticario era una especie de multiusos cuyos conocimientos oscilaban entra la barbería y las mezclas de sustancias para aliviar dolores.26




      Hacia los años cuarenta y cincuenta del siglo XIX el número de expendios de medicinas y productos farmacéuticos en México era particularmente limitado. Manuel Orozco y Berra consignó que en 1856 la Ciudad de México contaba con 28 boticas, 31 tlapalerías y dos tiendas de instrumentos científicos.27 En el primer cuadro destacaban las farmacias y los laboratorios químicos de los médicos Leopoldo Río de la Loza y José Vargas, que se encontraban en las calles de Penitencia la primera y en Amargura la segunda, así como la principal botica de la calle de Plateros, propiedad de Francisco Kaska, quien ostentaba el título de doctor en química, y la de Gumersindo Mendoza, que curiosamente se encontraba en el callejón de la Garrapata.28




      A finales de la República Restaurada (1867-1876) y principios del Porfiriato (1876-1880) se pudo percibir un aumento considerable en el número de boticas y farmacias en todo el país. Tan sólo en la capital su sensible incremento indicó que se trataba de un comercio bastante lucrativo cuya clientela iba aumentando rápidamente. Mientras que en 1871 se reconocía la existencia de aproximadamente 30 farmacéuticos registrados en la capital,29 a finales de esa década ya había 64 boticas.30 Poco más de 10 años después, el número de establecimientos dedicados a la venta de “drogas medicinales” oscilaba entre 114 y 116.31 Importantes empresarios y comerciantes europeos y estadounidenses se habían convertido en representantes de varias industrias químicas del Viejo Mundo como las alemanas Casa Merck y Boehringer & Sohn, la francesa Rhône-Poulenc y la estadounidense Parke Davies. A través de las principales aduanas del país en Veracruz y Tampico, así como por las ciudades fronterizas de El Paso y Piedras Negras, se importaban múltiples productos farmacéuticos para el abastecimiento de los consumidores mexicanos. Las farmacias más importantes de la Ciudad de México hacia los años ochenta del siglo XIX eran la Droguería Universal de Van den Wingaert, S. A., la Droguería la Palma de Mavers Fribolin y Compañía, la Droguería del Refugio de Farine Sanders y Compañía, la Droguería de Manrique y la Droguería de la Profesa de Jules Labadie y E. Pinzón.32 Y todas ellas, según las inspecciones practicadas, contaban con la mayoría de los productos que los reglamentos establecían como necesarios para llevar el nombre de botica o droguería. Cada una debía tener como facultativo responsable a un farmacéutico acreditado. En 1880 incluso ya se había reglamentado que no se debían despachar medicamentos peligrosos sin receta médica. Sin embargo, durante esas mismas inspecciones, en la muy conocida Droguería la Palma el dependiente en turno reconoció despachar por lo general “sin receta alguna de médico o facultativo”.33




      El comercio de sustancias y drogas a gran escala se hacía sin más restricciones que el pago de impuestos, que, por cierto, no eran muy altos. La importación de morfina y sus derivados en 1892, por ejemplo, tan sólo pagaba un impuesto de seis dólares por kilo.34 En esas épocas dichas importaciones provenían en su mayoría de Francia, Alemania e Inglaterra.




      Pero volviendo a los reglamentos y decretos originarios sobre las limitaciones de las boticas y las farmacias, en un aviso publicado el 26 de mayo de 1868 por el gobernador del Distrito Federal y presidente del Consejo Superior de Salubridad de México, licenciado Francisco Montes de Oca, recordaban al público en general que tanto la ley de 1842 como el reglamento de 1846 seguían vigentes; por lo tanto, era necesario que se registraran ante las autoridades todas las “boticas y establecimientos en que se fabriquen o espendan [sic] medicinas y sustancias venenosas”. Sin embargo, en aquel verano de 1868 la inestabilidad seguía reinando en el país, por lo que no es difícil suponer que dichas disposiciones continuaran sin aplicarse.35




      En 1870 nuevamente se pretendieron establecer limitaciones en el consumo y la venta de algunas sustancias consideradas nocivas para la salud pública. Entre esas sustancias se mencionaron especialmente como “drogas dañinas”: el láudano,36 la adormidera, la marihuana y el toloache. La restricción se limitó al expendio previa presentación de recetas médicas o autorizaciones administrativas. Un año después, el Consejo Superior de Salubridad insistió, en una circular dirigida a los profesores de farmacia responsables de las boticas, que no se despacharan recetas que contuvieran estas sustancias a menos que estuvieran suscritas por facultativos, bajo la amenaza de aplicarles “las penas que la leyes relativas establecen” Estas penas, sin embargo, no parecían ir más allá de una leve sanción monetaria.37




      Entre 1872 y 1877 las limitaciones impuestas por aquel consejo a farmacias y boticas tuvieron, es justo mencionarlo, varias contradicciones. Por una parte, insistían en limitar la venta de estas drogas en las boticas, pero, por otra, autorizaban la elaboración de productos destinados al público en general manufacturados con las mismas sustancias. Ese fue el caso de los “cigarros medicinales y balsámicos” del señor Tomás Guardiola. En diciembre de 1874 el consejo le autorizó la elaboración y la venta de sus cigarros después de hacer un análisis de su contenido que demostró que contenían beleño, belladona, estramonio y tintura de opio, además de tabaco y otras sustancias “menos nocivas”.38




      También hay que reconocer que en los ambientes médicos y farmacéuticos el uso de estas drogas no parecía tener limitación alguna. Por ejemplo, en 1877 el doctor Eduardo Liceaga, director de la Beneficencia Pública, elaboró un pedido de múltiples drogas a diversos productores europeos para surtir la farmacia central de dicha institución, que por cierto contaba con cinco hospitales y tres instituciones de asistencia.39 Uno de los productos solicitados en mayor cantidad —seis kilogramos— fue el “opio de Esmirna”. Si se toman en cuenta las cantidades requeridas de otras sustancias como el sulfato de quinina —60 gramos—, el cloral alcanforado —125 gramos— o el cianuro de mercurio —60 gramos—, el pedido de seis kilos de opio desde luego salta a la vista.40 Para entonces los beneficios del opio en materia de tratamiento de dolores crónicos o como simple narcótico eran de sobra conocidos, más aún en las instituciones hospitalarias.




      Sin embargo, el problema al que se enfrentaron las autoridades sanitarias no fue tanto el uso de estos medicamentos en instituciones como la Beneficencia o los hospitales públicos, sino más bien el abuso que farmacéuticos y boticarios privados hacían de sus fórmulas adulteradas. Fueron varios los casos de envenenamiento presentados ante la justicia, que requirieron la participación de un analista del Consejo Superior de Salubridad entre 1876 y 1877.41 En su mayoría se trataron de “errores del farmacéutico” y las autoridades parecieron tomar cartas en el asunto, no tanto con un afán persecutorio de índole moral o por intolerancia hacia el uso de las drogas, sino como remedio para evitar los fraudes y el envenenamiento de los pacientes.




      En 1878 se aprobó un reglamento más sobre boticas y droguerías en la Ciudad de México. Este reglamento, que debía ser modelo para otras entidades del país, especificaba algunas sanciones a quien vendiera lo que entonces se llamaban “medicamentos peligrosos” y que incluían a los siguientes: arsénico, beleño, belladona, cicuta, cloroformo, cloruro mercúrico, cuernecillo de centeno, digital, estramonio, fósforo, marihuana, nitrato ácido de mercurio, opio y zoapatli.42 No debía venderse ninguna de estas sustancias sin previa presentación de receta médica y nadie que no fuera un “profesional farmacéutico” estaba facultado para elaborarlas.43 Sin embargo, la posible aplicación de estas sanciones causó cierto escozor entre los leguleyos, dado que contravenía lo expuesto en los artículos 3º y 4º de la Constitución al impedir la libre actividad “productiva” de los mexicanos. El argumento del análisis jurídico aplicado al mencionado reglamento realizado en 1880 era el siguiente:




      El reglamento contraviene lo prescrito por el artículo 4º constitucional que establece que una resolución gubernativa sólo podrá impedir a un hombre abrazar una profesión, industria o trabajo útil y honesto […] cuando dicho trabajo ofenda los derechos de la sociedad y la resolución citada se dictará en los términos marcados por la ley [...] Como la ley aún no ha marcado los “términos”, los presuntos infractores podrán recurrir fácilmente al amparo, resultando el reglamento inoperante.44




      El asunto llegó hasta el Congreso de la Unión, donde al parecer se empantanó. El espíritu liberal parecía otorgar más peso a la libertad del trabajo y la producción, a la libre circulación y consumo de los productos, que al afán de control y limitación que trataban de imponer los miembros del Consejo Superior de Salubridad.




      Cuatro años después, en 1884, un nuevo Consejo Superior de Salubridad establecido en plena consolidación porfiriana elaboró otro proyecto de reglamento sobre expendios farmacéuticos que hablaba nuevamente de la necesidad de regular la venta y la circulación de “tóxicos y sustancias peligrosas”. Sin embargo, a pesar de “insistir en la necesidad de rodear esas ventas de alguna formalidad”, puesto que se trataba “de armas terribles que podían caer fácilmente en manos criminales”, la limitación de su consumo y su comercio otra vez no parecía ser demasiado rígida. Sólo se volvía a insistir en que dichas sustancias debían expenderse en farmacias o droguerías y que para su venta se requería una receta médica. En todo caso las restricciones legales contemplaban únicamente a quienes producían y comerciaban con estos productos, dada “la sórdida avaricia de comerciantes que ven en la farmacia una especulación pronta y fácil”.45 Hay que señalar que tampoco entonces se pensaba en sancionar a quienes compraban o solicitaban dichos productos. Para vérselas con la ley era necesario cometer otra clase de delitos, puesto que el consumo no se condenaba de manera oficial.




      En este proyecto de reglamento de 1884, sin embargo, sí se puntualizó un poco más sobre cuáles eran esas sustancias peligrosas y se incluyó una lista de productos de la “herbolaria medicinal” popular que también debían someterse a la venta restringida en farmacias y boticas. En ella destacaban la cebolleja,46 la belladona, el toloache, la yerba de la Puebla47 y la yerba mora,48 además del zoapatli y la marihuana. Esta propuesta también incorporaba un apartado con el título “Petitorio para las boticas”, que era un largo listado de medicamentos y sustancias que los establecimientos farmacéuticos debían tener obligatoriamente en existencia. En este listado se incluían toda clase de derivados de opio, además de los ya citados beleño, belladona y cebolleja, y unos más como la coca del Perú, la estricnina, la nuez moscada, el ajenjo y los polvos de Dover,49 entre muchas otras drogas.50




      A pesar de lo completo que resultó este proyecto de reglamento y de la petición que el Consejo Superior de Salubridad hizo al Despacho de Gobernación en el sentido de que lo sometiera a su discusión en el Congreso de la Unión, la atención que recibió por parte del encargado del despacho fue la temible sentencia de “Resérvese”. Desde entonces fue perceptible una clara diferencia de actitudes entre las autoridades de salud y las de gobernación en materia de control de dichas sustancias. Mientras las primeras esgrimían argumentos más ligados a disciplinas médicas y farmacéuticas, las segundas no dudaron en tratar el asunto con criterios legaloides y hasta criminológicos. Los discursos médicos y los discursos legales tuvieron varios momentos de discrepancias a lo largo de este último cuarto del siglo XIX y durante los inicios del siglo XX. Suscitados en gran medida por su mutua incomprensión, pero también por el paulatino avance de la ciencia médica y sus no pocos éxitos terapéuticos, los desencuentros entre galenos y abogados determinaron el tortuoso camino que seguirían las drogas durante los años venideros. Como se verá más adelante, el mundo legal y el de gobernación terminaron por ganar esta batalla, dejando a la medicina, a la farmacología y a la psicología invariablemente en segundo y hasta en tercer término.




      Sobre el asunto de las reglamentaciones oficiales, hay que reconocer que desde sus primeras apariciones en el medio comercial mexicano moderno la mayoría de las farmacias y las boticas estuvieron habituadas a comerciar libremente con muchas sustancias que posteriormente fueron consideradas “drogas enervantes”. Su uso no parecía someterse a restricción alguna, a pesar de los esfuerzos de las autoridades. Por ejemplo, en 1880 la junta directiva de la Beneficencia Pública dio a conocer un catálogo de las medicinas “más usadas” y que se podían emplear en cualquiera de los establecimientos de dicha institución. En su introducción se advertía claramente: “Cuando algún facultativo juzgue enteramente necesaria la administración de alguna preparación no contenida en la presente lista, la junta no se opondrá a su administración”. El catálogo contenía, entre otras muchas, las siguientes “medicinas”: adormidera, amapola, belladona, beleño, coca del Perú, semillas de cáñamo, cuautecomate,51 codeína, cigarros medicinales, opio en múltiples formas —extractos, emplastos, en bruto, etc.—, extracto de cannabis índica, estricnina, láudano de Sydenham52 y de Rousseau, marihuana, morfina en jarabes, en sulfatos y en clorhidratos, nicotina, nuez moscada, toloache, cuernecillos de centeno y polvos de Dover.53




      Muchos ejemplos de la existencia de estas sustancias en las boticas de la Ciudad de México pueden constatarse en los archivos de la Inspección de Farmacias del Consejo Superior de Salud. Tomando un expediente al azar fechado el 12 de junio de 1882, en él se informa que se practicó una visita a la botica de la calle de Guadalupe, quedando apuntado por el inspector lo siguiente: “Se procedió al examen de los preparados farmacéuticos de mayor uso, especialmente las sales de quinina y de morfina, el cloroformo, los jarabes y aguas destiladas, todo lo que se encontró en las condiciones debidas”.54




      Médicos y drogas




      En el ambiente de los galenos y los facultativos, así como entre las pequeñas clínicas y en los pocos hospitales que había en los centros urbanos, las noticias y las discusiones sobre estas sustancias proliferaron en la medida en que se pacificaba el país, después de la Intervención Francesa y el Segundo Imperio. Si bien en fecha tan temprana como 1836 se había fundado la primera Academia de Medicina de México y en 1847 se inauguró el Hospital Juárez, no fue sino hasta finales de los años cincuenta cuando la práctica médica se formalizó y los médico-cirujanos pasaron a ser integrantes distinguidos de la sociedad mexicana.55




      A mediados del siglo XIX varios galenos establecidos en México y con cierto renombre habían estudiado en Europa y pretendían contribuir al conocimiento médico internacional vinculándose con colegas extranjeros y nacionales. La observación clínica directa y la lectura de revistas especializadas internacionales había permitido que mucho del empirismo característico de los médicos de la primera mitad de aquel siglo, y hasta los años sesenta, transitara hacia métodos probados en otras partes del mundo y en el laboratorio. Con la aportación de varios médicos franceses, durante la Intervención y el Imperio de Maximiliano las enfermedades tropicales, la fisiología y, sobre todo, la cirugía recibieron una atención particular. Entre los galenos más importantes destacaban Miguel Francisco Jiménez, Manuel E. Carpio, Rafael Lucio, Leopoldo Río de la Loza y Francisco Montes de Oca.56 Para entonces los médicos ya eran un sector social que gozaba de cierto prestigio e influencia, no sólo en las áreas del conocimiento y la ciencia sino también en materia política.




      Al iniciarse la República Restaurada, ciertos funcionarios públicos se dieron a la tarea de registrar y regular algunos servicios que los médicos brindaban a la población urbana y rural del país. Para 1871 se registraron, por ejemplo, aproximadamente 150 médicos generales y 10 dentistas en la Ciudad de México, los cuales podían ejercer de manera privada o en los ocho hospitales con que contaba la capital.57 Entre ellos ya era factible circular información práctica, tanto nacional como internacional, con el fin de ir enriqueciendo la experiencia y el conocimiento en beneficio particular o social.




      Desde el último tercio del siglo XIX y hasta avanzado el XX, en una gran cantidad de artículos que se publicaron en revistas especializadas como La Gaceta Médica, La Naturaleza, La Escuela de Medicina, El Observador Médico o en los Anales del Instituto Médico Nacional, así como en la prensa diaria, se podía observar la preocupación del gremio médico por el uso terapéutico de algunas sustancias que aparecían bajo el conocido rubro de drogas. Sin duda, fueron el opio y sus derivados, así como las diversas reacciones que producían su ingestión, inhalación e inyección, lo que acaparó en un primer momento la atención de muchos facultativos. Específicamente, la morfina y la heroína empezaron a tener mucha relevancia en la terapéutica del momento. También la cocaína se incorporó al repertorio médico y entre algunos dentistas y no pocos “matasanos” mostró sus beneficios y sus contraindicaciones. Otras sustancias como la marihuana, el zoapatli o los huesos de fraile paulatinamente se quedaron fuera de las discusiones médicas, a no ser por quienes atendían los dispensarios de las cárceles o las tropas.




      Desde épocas muy tempranas se percibió la preocupación por la pureza de la morfina extraída del papaver somniferum, pues era muy común encontrar falsificaciones de la misma entre expendedores ambulantes y establecidos. Ante esta situación se publicaron diversas fórmulas para conseguir un producto puro. Por ejemplo, la Gaceta Médica de México en fechas tan anticipadas como 1839 insistía: “La falsificación que se hace sufrir á los opios espedidos [sic] en el comercio, ha inclinado á algunas personas que preparan la morfina y los otros productos del opio, á hacer ensayos con el fin de conocer el valor de estos productos”.58




      En seguida, el autor de dicho artículo procedía a describir la forma de extraer morfina de un kilogramo de opio a través de infusiones, filtraciones, hervores y enfriamientos. Posteriormente, en otros espacios de difusión igualmente especializada como La Farmacia y el Órgano de la Sociedad Farmacéutica Mexicana, fue recurrente encontrar desplegados en los que se hacía referencia a los procedimientos para poner a prueba el opio y su tratamiento terapéutico.59




      La prensa diaria también se convirtió en uno de los espacios en los cuales en múltiples ocasiones se señalaron las propiedades extramedicinales de la morfina. A través de diversos artículos publicados intermitentemente en los periódicos nacionales era posible constatar la paulatina difusión de sus usos y sus abusos, sobre todo después de la segunda mitad del siglo XIX. Su popularidad se fue incrementando a tal grado que se recomendaba para calmar diversos tipos de dolencias e incluso como remedio para gallinas ponedoras.60




      En los ambientes de los galenos varios derivados del opio se utilizaron como calmantes y antiespasmódicos en el tratamiento del alcoholismo desde finales del siglo XVIII, en particular en casos de delirium tremens y en la llamada enfermedad de la histeria. El alcaloide61 más eficiente extraído del opio, la morfina, llegó a convertirse en una especie de panacea para la curación de estos males y de varios más. Por ejemplo, el facultativo Luis Hidalgo y Carpio, justo al concluir la cuarta década del siglo XIX, describía su experiencia a la hora de administrar el opio a sus pacientes, comparando sus logros con los de un colega francés:




      En todos los enfermos que he tenido que tratar, desconfiando de que las lavativas no fueran bien hechas [el opio] lo administré en píldoras, y me espantaba la dosis que necesitaba emplear para obtener el alivio. Diez, doce, diez y seis gramos tenía que dar en veinticuatro horas para ver cesar el delirio; mientras que a Dupuytren le bastaba administrar una o dos lavativas con diez o seis gotas de láudano cada una, y no se entiende que esa fuerte dosis de opio que he administrado ha sido necesaria solamente en el delirio de los bebedores; pero aun en los heridos me he visto en la necesidad de administrar la misma cantidad.62




      Sin embargo, andando el tiempo y debido a las cada vez mayores cantidades de opio suministradas por los mismos médicos entusiastas, fueron varios los pacientes que experimentaron los síntomas propios de la adicción. Así, las sustancias que se creía podrían mitigar los padecimientos del ser humano ahora se convertían en un peligro para la vida del individuo e incluso para toda la sociedad. Cuarenta años después de las experiencias descritas por el doctor Hidalgo y Carpio, ya en los años ochenta del siglo XIX, el doctor José Olvera reflexionaba y escribía: “No hay lugar a discutir que el morfinismo crónico es una forma especial de locura, si se considera que está caracterizado por alternativas repetidas diariamente de languidez y excitación cerebral, por actos irregulares y afecciones trastornadas que hacen a los morfinómanos conducirse de una manera enteramente anormal e inconveniente”.63




      Los aumentos en las dosis utilizadas en los tratamientos trajeron como resultado una alteración considerable en los pacientes, al grado de provocarles habituaciones completamente involuntarias. Las enfermedades surgidas a partir de la adicción, ya fuese involuntaria o provocada por el uso terapéutico o recreativo de estas sustancias, empezó a preocupar no sólo a los médicos sino también a los encargados de la moral pública. En 1885, por ejemplo, apareció un periódico “dedicado exclusivamente al mejoramiento de las costumbres y a la extirpación de los vicios”. El diario se llamaba La Moralidad y en uno de sus primeros números afirmaba: “Aunque siempre están en guerra la carne y el espíritu, en la lucha no es dado al hombre matar al cuerpo para poder cumplir con los deberes del alma”. Y tal vez pensando en dar una lección cristiana a los morfinómanos o a cualquier adicto sentenciaba: “Hombre: tu deber es conservar el cuerpo, porque si lo destruyes, contrariando las leyes de la naturaleza, te haces reo de suicidio, y el suicidio se castiga con la condenación eterna”.64 Tanto los médicos como los curas y los leguleyos parecían asumir la responsabilidad sobre los cuerpos de los seres humanos y no dudaban en otorgarse autoridad para establecer patrones de conveniencia y normalidad.




      Por eso, con el paso de los años se alzaron algunas voces nacionales e internacionales a favor de una reglamentación mucho más estricta y cuidadosa de las sustancias que poco a poco demostraban ser capaces de alterar patrones de conducta y efectos generalmente ubicados en los ámbitos de la patología social.65 Como se verá más adelante, hacia principios del siglo XX los intentos por regular y controlar no sólo la venta y el consumo, sino también el uso terapéutico de las ya llamadas “drogas enervantes”, empezaron a circular entre médicos, farmacólogos, abogados, políticos y público en general.




      De cualquier manera, y a simple vista, la distancia entre el supuesto control médico-farmacéutico-legal y la pretendida protección a los consumidores parecía muy dilatada. Como ya se mencionó, múltiples referencias literarias y hemerográficas indican que hasta por lo menos la tercera década del siglo XX fue posible acceder con bastante facilidad a cualquier sustancia psicoactiva en una gran cantidad de expendios, tanto legales como clandestinos. Aun cuando esas sustancias ya se consideraban socialmente como medicamentos, fármacos enervantes o narcóticos, y al mismo tiempo se trataba de imponerles cierto control y contención, los afanes prohibicionistas no acababan de aplicarse del todo.66 Si bien la palabra droga iba adquiriendo cierta connotación peyorativa, su restricción no parecía afectar demasiado su circulación. Muchos consumidores las utilizaban además con fines recreativos o de evasión. En boticas, farmacias, hospitales, mercados y diversos establecimientos semiencubiertos —como las calles San Bartolomé de las Casas, Dolores o el célebre callejón de San Camilito, en la Ciudad de México, o en las piqueras chinas de Tijuana y Tampico, en el mercado de la ciudad de Oaxaca, entre las tropas estacionadas en Guanajuato y Jalisco, o en los prostíbulos de Veracruz y Mazatlán—, el tráfico y el consumo de dichas sustancias se llevó a cabo sin mayores restricciones. En los hechos, la venta y los usos de toda clase de enervantes y compuestos químicos, desde la marihuana hasta los clorhidratos de morfina, no tuvieron mayor control estatal durante prácticamente todo el siglo XIX y principios de la siguiente centuria.




      Ya entrado el siglo XX no fueron pocas las ocasiones —incluso mediante decretos presidenciales— en que se trató de prohibir su producción, su comercio y su consumo. En reglamentos y disposiciones de 1903 y 1904 se intentó restringir de manera más enérgica el uso y el cuidado en el expendio de algunas de estas sustancias.67 En 1903 se quiso normar la venta de las bebidas embriagantes y en 1904 se insistió en que en las farmacias se especificara con un letrero cuando se comerciaba con algún “medicamento peligroso”. El reglamento de 1904 fue acompañado nuevamente por una lista de sustancias que debían controlarse; entre ellas aparecían desde el arsénico y la aspirina hasta el beleño y la morfina, pasando por la tintura de cannabis índica, la cicuta, el cloroformo, la cocaína y sus sales, el opio, el estramonio y la belladona.68 Algo parecido sucedió en 1916, 1917, 1921 y 1923.69 Y aun cuando existieron intentos de control bastante más específicos de la marihuana y el zoapatli, no fue hasta mucho tiempo después cuando se estableció una acción estatal más decidida en su contra.70




      Finalmente hay que señalar que las primeras restricciones específicas afectaron sobre todo a las drogas de consumo popular como el opio, la marihuana y el codo de fraile.71 Sin embargo, a la hora de actuar decididamente contra de esas sustancias las autoridades se encontraron con problemas serios de clasificación y denominación, por lo que decidieron incluir a la mayoría bajo el rubro de drogas enervantes. Esto sucedió hasta 1927 al discutirse y aprobarse el Código Sanitario y sus reglamentos. Bajo el binomio de drogas enervantes, con toda su cauda negativa, se consideraron entonces el opio en sus diversas formas, la morfina —su sales y sus derivados—, la cocaína —sus sales y sus derivados—, la heroína —sus sales y derivados—, las adormideras, las hojas de coca, la marihuana en cualquiera de sus formas, y “los preparados que contengan algunas de las sustancias señaladas anteriormente”.72 Cabe mencionar que entre médicos, hospitales, farmacias y facultativos, el acceso a estas sustancias por lo general fue mucho más fácil que para el público común y corriente. No en vano muchos casos de adicción y consumo relativamente irrestricto se dieron en esos ambientes tanto en México como en otras latitudes. Pero también es cierto que los propios galenos y los encargados de fabricar fármacos participaron activamente en la instauración de las medidas restrictivas de estas drogas enervantes.73




      Sin embargo, al entrar en el ámbito de las sustancias perseguidas por la ley, la palabra droga derivó en una noción que además del peligro tenía cierta connotación despreciativa. Si bien en los ámbitos de galenos y farmacéuticos el sustantivo mantuvo la idea de que se trataba de una “sustancia natural o sintética que se emplea en la medicina especialmente de acción enérgica y de alivio del dolor”,74 en los usos cotidianos inició su periplo hacia una idea entre peyorativa y recriminatoria, pues, como se mencionaba al principio de este apartado, se concebía como “sustancia que altera el sistema nervioso y que se consume sin preparación médica, puede crear adicción y su uso, por lo general está social o legalmente prohibido”.75
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